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        SEGURIDAD SOCIAL / PENSIÓN DE INVALIDEZ / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE TUTELA / SUJETO DE ESPECIAL PROTECCIÓN / INCUMPLIMIENTO DE COTIZACIONES / REVOCA / NIEGA. Para la Corporación, la acción de tutela sí es procedente para invocar el amparo de los derechos fundamentales que se consideran quebrantados por el no reconocimiento de la pensión de invalidez, por cuanto se dan los requisitos jurisprudenciales que se han establecido para ello, máxime que la vía ordinaria no se erige como el medio más idóneo y eficaz para la protección de los derechos del señor MGS, amén de la circunstancia médica y económica por la que atraviesa, lo cual amerita una protección inmediata, y por ende no resulta proporcional someterlo a un proceso ordinario laboral, ya que con ello podría generársele un perjuicio irremediable, ante la urgencia de satisfacer su mínimo vital.

(…)

Véase que indudablemente el actor es un sujeto de especial protección por varias razones: (i) actualmente tiene 69 años de edad; (ii) se encuentra en delicado estado de salud debido a que padece diversas patologías ; (ii) fue calificado con una pérdida de capacidad laboral del 51.75%, a consecuencia de lo cual no puede trabajar. Así mismo, se aprecia que no cuenta con ninguna clase de recursos económicos para atender sus necesidades básicas, toda vez que vive de la caridad de algunos familiares y amigos, situaciones todas ellas no fueron desvirtuadas por la entidad accionada.
(…)
En efecto, de la información allegada al dossier se evidencia que el señor MGS solo realizó aportes al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, hasta diciembre 31 de 2011, y de allí en adelante no volvió a realizar cotización alguna. Lo anterior implica que para la fecha en que se efectuó el dictamen de pérdida de capacidad laboral -septiembre 20 de 2017-, ni mucho menos para aquella en la que se estructuró dicha merma -abril 19 de 2017-, no contaba con ninguna semana cotizada dentro de los tres años anteriores.

En ese sentido le asistió razón a COLPENSIONES al negar la pretensión exigida. E incluso, no obstante que la misma resultó por supuesto adversa a los intereses del actor, no obstante haberle sido notificada a su defensora, al parecer contra la misma no se interpuso recurso de apelación, a consecuencia de lo cual tal decisión adquirió firmeza. 
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                                           PEREIRA-RISARALDA 
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                     Hora: 1:20 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada del señor MARIO DE JESÚS GUEVARA SOTO contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida en contra de COLPENSIONES.
2.- DEMANDA 

La situación puesta en conocimiento por parte la apoderada del señor GUEVARA SOTO se puede sintetizar así: (i) sufre diversas afecciones médicas, por lo cual la Junta Regional de Calificación de Invalidez, mediante dictamen de septiembre 20 de 2017 le otorgó una pérdida de capacidad laboral del 51.57% con fecha de estructuración en enero 26 de 2016; (ii) padece una enfermedad crónica y degenerativa en la columna vertebral y cotizó en seguridad social en salud por medio del régimen de Prosperar, desde septiembre 01 de 2002 hasta diciembre 31 de 2011, con lo cual acreditó 445.71 semanas; (iii) al solicitar a COLPENSIONES la pensión de invalidez la misma le fue negada por resolución  SUB 58583 de febrero 28 de 2018, al no acreditar las semanas requeridas dentro del último o los tres años anteriores a su estructuración, sin tener en cuenta las enfermedades crónicas y degenerativas; (iv) su caso tiene relación con el estudiado en la sentencia T-057/17, por la pérdida de su capacidad y que dentro de los tres años anteriores a la última cotización en diciembre 31 de 2011 tiene 132.86 semanas acreditadas; (v) la acción constitucional es procedente, al atender su estado de debilidad manifiesta por su condición de inválido, que cuenta con más de 69 años y subsiste de la ayuda de algunos familiares; y (vi) la decisión de COLPENSIONES es desacertada al negar la prestación sin tener en cuenta su estado de salud, las cuales no le permiten laborar y mucho menos efectuar aportes al sistema, máxime que la misma vulnera su derecho a la igualdad frente a otros afiliados que superan los 61 años y que han sido declarados como inválidos y se les ha concedido su pensión de invalidez, e igualmente vulneraron su derecho a la seguridad social y el mínimo vital de quien está en una condición de debilidad manifiesta.

Pide se tutelan sus derechos fundamentales a la igualdad, dignidad humana, mínimo vital y seguridad social  del actor,  y se ordene a COLPENSIONES que revoque la providencia adoptada y se expida una nueva en la que  se le reconozca y pague la pensión de invalidez a partir de diciembre 07 de 2017, cuando se solicitó tal prestación; de manera subsidiaria que dicho reconocimiento se haga efectivo a partir de diciembre 31 de 2011 cuando el accionante perdió su fuerza laboral y había acreditado 130.85 semanas entre diciembre 31 de 2008 y diciembre 31 de 2011.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado de conocimiento admitió la acción constitucional y corrió traslado de la misma a COLPENSIONES, cuyo Director de Acciones Constitucionales indicó que  la tutela es improcedente ante la existencia de otros medios de defensa judicial, ya que las controversias suscitadas entre afiliados y entidades administradoras debe ser resuelto por la jurisdicción laboral; la tutela por tanto no es el mecanismo idóneo para requerir dicha prestación en tanto de estar inconforme con lo resuelto debe agotar los procedimientos ordinarios. Pide que se declare improcedente la tutela.

3.2.- Culminado el plazo constitucional, la a quo en providencia de abril 27 de 2018 negó el amparo pedido al considerar que la tutela resulta improcedente por cuanto el actor cuenta con otros medios de defensa judicial para la protección de sus derechos, habida cuenta que la tutela no es un mecanismo alternativo o supletorio de los recursos previstos por el legislador y por ende mal haría el juez de tutela usurpar la competencia que le ha sido asignada a los jueces ordinarios.

4.- IMPUGNACIÓN

Las razones de inconformidad planteadas por la apoderada del señor GUEVARA SOTO se centran en lo siguiente: (i) el estado de salud y capacidad económica del actor es difícil, al estar postrado en cama, en ocasiones es trasportado en silla de ruedas y actualmente solo vive de la caridad que le brinda familiares y amigos; (ii) pese a la enfermedad crónica y degenerativa de su columna, cotizó al sistema desde septiembre 01 de 2002 hasta diciembre 31 de 2011 un total de 445.71 semanas; (iii) con la decisión de la a quo se desconocen los principios de inmediatez, celeridad y economía procesal, al tener que acudir a la vía ordinaria, que implica una serie de trámites dispendiosos, sin contar con el término que el Tribunal de Distrito tiene para resolver la consulta, lo cual sería una carga y desgaste innecesario para su cliente por su deplorable estado de salud y situación económica, lo que no puede obviar el juez de tutela; (iv) reitera que el caso del actor es similar al decidido en la tutela T-057 de 2017 y por ende los jueces deben valorar la capacidad laboral residual de quien pide la prestación económica, y (v) reitera las pretensiones esgrimidas en el escrito de tutela.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto negó el amparo solicitado por el señor MILDREY CORREA. De conformidad con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, en los términos en que lo exige el recurrente. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con la situación fáctica planteada por la accionante, se advierte que su pretensión consiste en que se ordene a Colpensiones que se proceda a reconocerle y pagarle su pensión de invalidez, en atención al principio de la condición más beneficiosa, amén de las circunstancias médicas que padece y la falta de recursos de los cuales derivar su subsistencia.

Desde sus orígenes se ha establecido la improcedencia general de la acción de tutela en lo que hace con asuntos relativos a reconocimientos pensionales cualquiera sea su índole, aunque la determinación no es absoluta y se han admitido excepciones al presentarse escenarios especiales que hacen necesario conceder el amparo, en particular, cuando se trata de beneficiar a niños, personas de la tercera edad, o que se encuentran en debilidad manifiesta -sin que esta sola circunstancia sea suficiente para acceder al reclamo-, quienes precisamente por estar fuera del mercado laboral, se entiende que no cuentan con otra forma de obtener recursos para el sostenimiento propio y de su núcleo familiar. 

En tal virtud la posición del órgano de cierre en materia constitucional sigue siendo, en principio, la de excluir el debate pensional de la esfera de dominio del juez en sede de tutela, en atención al principio de subsidiaridad, como así ha quedado clarificado desde la Sentencia T-344 de 2008
. 

Pero no obstante el carácter subsidiario y excepcional de la acción de tutela, la jurisprudencia actual no es completamente cerrada al tema del reconocimiento de pensiones por este medio, puesto que cada caso particular debe ser analizado con detenimiento, y en él se debe identificar la existencia o no de esas características que permiten que el juez constitucional reconozca el injusto en el cual se ha incurrido y ordene que el mismo cese de manera inmediata. Las mencionadas características fueron numeradas por la H. Corte Constitucional, en la providencia T-740/07
, las que de constatarse conllevarían a la prosperidad de la acción de tutela.
En efecto, aunque la Alta Corporación Constitucional ha indicado que la tutela no es la vía para reclamar prestaciones, existen algunas excepciones que convierte la tutela en el medio idóneo para exigirlas. Al respecto en la sentencia T-057 de 2017 se dijo lo siguiente:

“Esta Corporación ha establecido, a través de la jurisprudencia, que si bien la tutela no es la vía para reclamar prestaciones sociales, existen claras excepciones que convierten a la acción de amparo constitucional en el mecanismo más acertado para reclamarlas, estas son (i) que la tutela sea presentada para evitar un perjuicio irremediable, (ii) que la falta de reconocimiento de una prestación social vulnere algún derecho fundamental como la vida, la dignidad humana o el mínimo vital y (iii) que la negativa del reconocimiento se origine en actuaciones que por su contradicción con los preceptos legales y constitucionales desvirtúen la presunción de legalidad de las actuaciones de la administración pública o sea evidentemente arbitraria, en el evento de que sea un particular quien preste este servicio público
.

Ahora bien, el juicio de procedibilidad de la acción de tutela no puede ser igual en todos los casos, pues este debe ser flexible cuando se trata de personas que se encuentran en estado de debilidad manifiesta y demandan una protección constitucional especial como son, los ancianos, los niños, las mujeres embarazadas, las madres o padres cabeza de familia o las personas que padecen algún tipo de discapacidad física o mental, eventos en los cuales la procedencia de la acción se hace menos estricta
.

En consecuencia, esta Sala llama la atención a los jueces de instancia de las acciones de tutela de la referencia, por cuanto quienes invocan el amparo de sus derechos fundamentales son personas que se encuentran en un estado de debilidad manifiesta por las enfermedades que padecen, las cuales ya han sido calificadas y se ha determinado que efectivamente padecen una discapacidad, por lo que son sujetos de especial protección constitucional que merecen un trato preferencial por parte del Estado y, por tanto, el análisis de la procedencia de la acción es mucho más flexible. Lo anterior sin tener en cuenta que, como resultado de su estado de salud, se encuentran en una situación económica precaria al estar imposibilitados para trabajar y proveerse de los medios necesarios para su subsistencia”.

Para la Corporación, la acción de tutela sí es procedente para invocar el amparo de los derechos fundamentales que se consideran quebrantados por el no reconocimiento de la pensión de invalidez, por cuanto se dan los requisitos jurisprudenciales que se han establecido para ello, máxime que la vía ordinaria no se erige como el medio más idóneo y eficaz para la protección de los derechos del señor MARIO DE JESÚS GUEVARA, amén de la circunstancia médica y económica por la que atraviesa, lo cual amerita una protección inmediata, y por ende no resulta proporcional someterlo a un proceso ordinario laboral, ya que con ello podría generársele un perjuicio irremediable, ante la urgencia de satisfacer su mínimo vital.

Véase que indudablemente el actor es un sujeto de especial protección por varias razones: (i) actualmente tiene 69 años de edad; (ii) se encuentra en delicado estado de salud debido a que padece diversas patologías
; (ii) fue calificado con una pérdida de capacidad laboral del 51.75%, a consecuencia de lo cual no puede trabajar. Así mismo, se aprecia que no cuenta con ninguna clase de recursos económicos para atender sus necesidades básicas, toda vez que vive de la caridad de algunos familiares y amigos, situaciones todas ellas no fueron desvirtuadas por la entidad accionada.

Ahora bien, pese a que en sentir de la Corporación ante la especial situación en que se encuentra el accionante hace procedente la acción constitucional, deberá determinarse si le asiste razón en cuanto al amparo de los derechos que estima vulnerados por dicho fondo de pensiones.

La Corte constitucional tiene sentado que uno de los eventos en los cuales el derecho a la pensión se considera fundamental, es aquel que se presenta cuando una persona ha  perdido su capacidad laboral o ha sufrido una disminución de la misma por motivos ajenos a su voluntad. En estos casos, el derecho a la pensión de invalidez adquiere el carácter de fundamental dada la vulnerabilidad o debilidad manifiesta del afectado y la íntima relación que puede establecerse entre el derecho prestacional y las condiciones materiales de subsistencia del ciudadano. 
La Ley 100 de 1993 fijó las exigencias para acceder a la pensión de invalidez, en caso de dictaminarse una pérdida del 50% o superior, véase:

 
“Artículo 39: Requisitos para obtener la pensión de invalidez.

 

Tendrán derecho a la pensión de invalidez, los afiliados que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sean declarados inválidos y cumplan con alguno de los siguientes requisitos:

a. Que el afiliado se encuentre cotizando al régimen y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas, al momento de producirse el estado de invalidez, y

 

     b. Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca el estado de invalidez.”

 

Ahora bien, los requisitos señalados por el artículo 39 de la Ley 100/93, modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, son:

“Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:

1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración 

2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma”. 

En el presente asunto se tiene que el señor MARIO DE JESÚS GUEVARA reclamó su pensión de invalidez, pero la misma le fue negada por COLPENSIONES al considerar que no cumple las exigencias legales para ser merecedor a la misma, al no ostentar el tiempo mínimo de permanencia para ello, conforme lo reglado en los artículos aludidos.

En efecto, de la información allegada al dossier se evidencia que el señor GUEVARA SOTO solo realizó aportes al Sistema de Seguridad Social en Pensiones, hasta diciembre 31 de 2011, y de allí en adelante no volvió a realizar cotización alguna. Lo anterior implica que para la fecha en que se efectuó el dictamen de pérdida de capacidad laboral -septiembre 20 de 2017-, ni mucho menos para aquella en la que se estructuró dicha merma -abril 19 de 2017-, no contaba con ninguna semana cotizada dentro de los tres años anteriores.

En ese sentido le asistió razón a COLPENSIONES al negar la pretensión exigida. E incluso, no obstante que la misma resultó por supuesto adversa a los intereses del actor, no obstante haberle sido notificada a su defensora, al parecer contra la misma no se interpuso recurso de apelación, a consecuencia de lo cual tal decisión adquirió firmeza.

Dicha circunstancia releva al juez constitucional de inmiscuirse en tal terreno, por cuanto la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

Se deduce de lo anterior que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. 
En este asunto y de acuerdo con lo referido en la acción constitucional, los padecimientos médicos del señor MARIO DE JESÚS GUEVARA tuvieron ocurrencia con antelación al año 2011, por lo cual realizó su última cotización en pensión en diciembre 31 de esa anualidad, sin que a partir de allí volviera a efectuar aportes en pensión, lo que le impide cumplir la exigencia de tiempo de cotizaciones con antelación a la fecha de estructuración de su enfermedad. 
Frente a tal circunstancia, no encuentra explicación el Tribunal acerca de los motivos por los cuales el actor no adelantó con la debida diligencia las gestiones oportunas para obtener el dictamen de pérdida de capacidad laboral, si en su sentir desde el año 2011 la enfermedad le impedía laborar, pero aun así 6 años después, esto es, en septiembre 20 de 2017, se le otorgó una pérdida de capacidad para trabajar del 51.75%, con fecha de estructuración en enero 26 de 2016, y no obstante que COLPENSIONES le negó el amparo reclamado mediante resolución SUB 58583 de febrero 28 de 2018, no interpuso recurso alguno, de lo cual se infiere que estuvo de acuerdo con lo allí decidido, habida cuenta que no de otra manera puede interpretarse el no ejercer los mecanismos jurídicos en procura de la defensa de sus derechos. 

No puede omitir la Sala la situación médica y económica en la que actualmente se encuentra el señor MARIO DE JESÚS GUEVARA SOTO, pero ello per se no es suficiente para conceder el amparo exigido, al ser evidente que por descuido, desconocimiento o desidia, no acudió ante el fondo de pensiones en la debida oportunidad para que le fueran realizadas las valoraciones amén de sus dolencias, lo que conlleva a sostener que no obstante no cotizar al sistema pensional, si tenía algunos ingresos con los cuales podría subsistir, aunque al parecer en la actualidad ya depende de la ayuda económica de familiares y amigos.

De la documentación aportada al dossier, y aunque se dice que fue desde el 2011 que estuvo imposibilitado por su enfermedad, ello contradice el contenido del dictamen de la Junta Regional del cual se desprende que inicialmente se profirió una valoración en abril  19 de 2017 -que no se allegó al expediente-, y en ella se determinó la fecha de estructuración en enero 26 de 2016, sin haberse interpuesto recurso alguno, y por ende cobró firmeza para posteriormente realizar una nueva revisión del caso en septiembre 20 de 2017, en la cual se le dictaminó una pérdida para laborar superior al 50%, pero se ratificó esa fecha de estructuración al evidenciarse en esa oportunidad que el actor utiliza silla de ruedas ante su imposibilidad para caminar e incontinencia urinaria.

Véase entonces, que el señor MARIO GUEVARA SOTO dejó de cotizar varios años antes de la calificación y, por tanto, la densidad de semanas exigida en cualquiera de las normas fue incumplida. Pero si lo pretendido por su defensora es hacer ver que debe tenerse en cuenta como fecha de estructuración la de la última cotización -diciembre 31 de 2011-, con independencia de lo que señale la Junta de Calificación, tendría que acreditarse que la época de la fijación de esa época coincide con aquella en la que la persona perdió su fuerza de trabajo. No obstante, en este caso específico nada se sabe acerca de la salud de la accionante más que lo consignado en la calificación de invalidez donde si bien se tuvo en cuenta lo referido por los galenos en el año 2011
, se estableció como fecha de estructuración de las patologías en enero 26 de 2016; frente a lo cual, como se dijo con antelación, no se interpuso recurso alguno de haber estado inconforme con la fecha allí señalada, y por ende no se puede concluir entonces que el accionante adquirió su condición de inválido justo en la fecha en que cesó sus aportes al sistema. 

Como quiera entonces que las cotizaciones que efectuó el señor GUEVARA SOTO, no se realizaron dentro del lapso contemplado en la norma para ser acreedor a la pensión de invalidez, se negará el amparo de los derechos pretendidos.

Por lo anterior, la Sala revocará la providencia emitida por la funcionaria de primer nivel en el sentido de declarar “improcedente” la acción de tutela, y en su lugar se NEGARÁ la protección de los derechos exigidos.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la providencia proferida por la señora Jueza Séptimo Penal del Circuito de Pereira por medio de la cual declaró “improcedente” la acción, para en su lugar declarar que SE NIEGA el amparo de los derechos fundamentales reclamados por el señor MARIO DE JESÚS GUEVARA SOTO.

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
         JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� En dicha decisión se expresó: “Es por ello que la acción de tutela no puede ser entendida como una instancia idónea para tramitar y decidir conflictos de rango legal, pues con este propósito, el legislador dispuso los medios y recursos judiciales adecuados, así como las autoridades y jueces competentes”. Así mismo sobre el tema de la subsidiariedad de la acción, se pueden revisar entre otras, las sentencias T-653 de 2004, T-018 de 2008 y T-043 de 2007. 


�  “[…] (i) los beneficiarios del derecho pensional son sujetos de especial protección constitucional; (ii) los medios ordinarios de defensa judicial no son idóneos para proteger los derechos presuntamente vulnerados; y, (iii) existe certeza sobre la ocurrencia de un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales si el reconocimiento de la pensión no se hace efectivo como mecanismo transitorio […]y, cuando conforme a las pruebas allegadas al proceso, el juez de tutela constata que efectivamente, a pesar de que le asiste al accionante el derecho a la pensión que reclama, éste fue negado de manera caprichosa o arbitraria.” 


� C. Const. sentencia T-103 del 8 de febrero de 2008, MP. Jaime Córdoba Triviño.


� C. Const. sentencia T-080 del 31 de enero de 2008, MP. Rodrigo Escobar Gil.


� Conforme lo plasmado en el dictamen de pérdida de capacidad laboral, presenta los siguientes diagnósticos: “Hipertensión esencial, incontinencia urinaria, neurofibromatosis, osteoporosis idiopática con fractura patológica, otras discopatías deformantes de la columna, otros trastornos de la próstata, así como del disco lumbar con radiculopatía”. Ver folio 24 vto.


� Ver lo referido en el dictamen a folios 23 y 24.
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